
SISTEMA DE CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD 
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A )  S u p r e m a c í a  C o n s t i t u c i o n a ¿  

En México igual que en los Estados Unidos de Norteamérica la suprema- 
cía de la Constitución es un hecho indiscutible que está consagra& en las 
disposicionps de las respectivas constituciones. Los artículos que rcconocen 
la superioridad tienen una redacción interesant~mente similar. 

"E3ta Constitución y las leyes del Congreso de la Unión que emancn de 
a . serán la ley suprema de toda la Unión. IAS jueces de cada 
Estado 4e arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pe3ar de 
las disposiciones en contrario que pueda haber cn las constituciones o 
leyc; de los Estados." 

Artículo 133 de la Consiituciún Mexicana. 
" Esta Coristitiición y las lryci de los Estados Unidos que sean hechas 
en cum~ilimieiito de la misnia.. . serán la ley suprema dcl país; los 
jucrcs de cada Estado ~ t a r i n  a conformarse a d a ,  no ohstaiite cual- 

* Trnlmjo precrntado iil Curso dr Estudios Superiores de Derrcho Público, del Dac- 
torado pn Der~cho. a cargo (ir1 Dr. Octario A .  H r l i i . i . ~ ~ ~ z .  
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quier disposición contraria de la Constitución o de las leyes de cualquier 
Estado." 

Art. VI Sec. 11, Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica. 

B) O r g a n o  d e  C o n t r o l  

Establecida la supremacía de la Constitución en cada uno de los dos 
países surge la cuestión de determinar cuál de los tres poderes del gobierno, 
dentro de la fórmula de división de poderes a la Montesquieu, debe ejercer 
la función de control de constitncionalidad de las leyes srcundarias y los 
actos de autoridad. En México la solución es tajantemente prevista en 
la Con*titución misma -el artículo 103 otorga el podrr al órgano judicial 
federal. Desgraciadamente la Constitución norteamericana no tiene disposi- 
ción alguna en torno a este problrma, sin embargo, como es universalmente 
sabido la Suprema Corte ejerce el poder de control. Para hallar el génesis 
del poder tenemos que retroceder a los principios del siglo XIX y al caso de 
Marbury contra Madison. 

En el año 1800 ' el partido federalista, que tenía las riendas del gobier 
no en su poder, tuvo la infelicidad de  ser derroiado en las elecciones gene- 
rales de tal ario por el nuevo partido republicano. En consecuencia de ello 
el Presidrnte federalista John Adams (segundo Presidente de los Estados 
Unidos después de dos períodos de Washington) debía ceder la presidencia 
al republicano Thomas Jrfferson. Pero la derrota en las urnas, que indis- 
cutiblemente desalojaba al partido federalista de la Presidencia y del Con- 
greso, significaba un golpe demasiado decisivo para aceptarlo incondicional- 
mente. Reconociéndose despojados de las rirndas del Poder Ejecutivo y sin 
control ni influencia alguna en el Congreso Nacional, los federalistas optaron 
por conservar para sí aquel otro poder judicial. 

¿Cómo fueron ejecutadas las medidas conducentes a este fin? Las elec- 
ciones presidenciales y congresa!es efectivamente habían sido perdidas, mas, 
tanto la transmisión del mando presidencial cuanto la inauguración del 
nuevo Congreso, debían llevarse a efecto no inmediatamente sino unos me- 
ses después, tiempo suficiente para ser provechosamente utilizado por los 
federalistas con John Adams todavía en la Presidencia y una decisiva ma- 
- 

1 La narración del caso Mnrbury contra hladison está basada en los hechos ronte- 
nidos *n las descripeioncc de 103 siguientrs autores: a )  Robert K. Cnnn, Snpreme 
Coort und Judicial Revieui, 1942. b )  Edward S. C o n w i ~ ,  The E~tablishrnenr of Iudiciol 
Review", II I\liehisan L. R.  9, 1911. c )  Paul G.  KAUPER, Consfitutionol Law, Seg. Ed. 
Rostan, 1960, pp. 3-11. 
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yoría en el Congrrio. La primera medida, de enorme trascpndenria para la 
Constitucifin norteamericana, fue rjecutada por el Presidente Johii Adams 
y consistió cn la drsigiiacií,n de John Marshall, el Secretario de Estado, 
como Presidente de la Corte Suprema de los Estados Unidos, por siipiirsto 
que con el corisentimiento pleno del Senado aún mayoritariamcntc federalista. 
1.a iniciativa de la srgunda mpdida carresl,ondib al Congrezo. Promu!si, 
dicho poder una ley que crrí, nada menos que dieci~éis nuevos Juzgados de 
Distrito 10s mismos que; adcmis de significar una triplicación de los siete 
origirialis fiicroii, como no podia reprrarEr de otra manrra, dotaclos con 
elcriii~ritos fi:ilpralistas. 

La trrcera mrdicla correspondió, en cuanto a su iniciativa, al ejecutivo. 
Se trataba de la designaci6n de cuarenta y dos juecrs dc Paz para el Dis- 
trito de Coliimbia eii las personas, Iógiramerite, de cuarenta y dos l ~ a l e s  fede- 
ralistas. Es i.n rvlaciiin a ésta que surge el famoso raso de hlarhury coiitra 
Madison. Tales dcsignaciories fucron confirmadas por el Senado t.n sil última 
sesi6n d~ 3 d~ marzo ilr 1801 y los nombramirntos firmados y sellados en 
la medianoche drl mismo 3, o s i n  e11 las últimas Iiorns del día que l a  fun- 
c i o n e  drl Presidrnte Adams expiraban, pero t a l e  nomhramicritos no I l~ga -  
ron a las manos de los interesados encontráiidosc todavía a t i ~ m p o  d~ la 
nuwa  investidura presidencial. cn t!l d~spacho  de la Secretaria de Estado. 
Es a rsta altura quc el nuevo Presidentr Thomas Jrffrrson, instruyó a su 
Srcretario de Estado. J a m ~ s  Madison, prorrrler a la entrega de 25 nombra- 
mientos y rrtener los restantes. Entre aqiirllos 17 qiie resultaron defrauda- 
dos se eiicontralia William Marbury quien acudiíi ante la Suprema Corte 
de los Estados Unidos para pedir que rste Alto Tribilnal expidiese en "ari t  
of mandamus"" coiitra el Secretario de Estado, or<lcnáiidolr proceder a la 
cntrpga del respertiro nombramirnto en la persona del demaridante. Marbury 
se apoyb en la "Lry para Ertahlecer Tribunales Judiciales de los Estadhs 
Unidos" de 24 <Ir scptirmhrt: de 1789, más comúnmente conocida como la 
Lry de Orgariización Judicial (Jiidiciary Art)  cuyo inciso d )  de su sec- 
ción 13 decía: 
- 

LB palal~ra "writ" sipniiira "auto, ordrn prorri<la, nisn<luio"; el segundo tir- 
mino "mandamiis" rqui inlc  a drcir "ordenamos“. El "~vi-rit ol manilamus" ps una arden 
quc rxpiilc i in tr ihuniil  coniprtintr a una *midad privada u oliriul o a eualiluiri-a de 
sus dirvciorrs así como a cunlrluirr fitncionario rjc<utiro, administrativo o judicial o a 
i i i i t i  (:arte inicrinr, rni~n<ian<lo la cjvruciáii d r  i i i i  acto ~iarticiilni-, contrni<lo en el 
mandato u <i i< l rn  y que ticnr ri.!ación can e1 d r s c m p r o  de siti coi-responilienter fiincio- 
n i s  o de reparar cualquier <lercclio --~liri\ili.gio <le los <1t1<. hul,ieac :ido ilefalmante 
privado el dciii~ndnnte. 



La Corte Suprema. . . tendrá poder. . . para emitir "writs of mandamus" 
en casos justificados por los principios y usos de la ley contra cualquier 
Tribunal o persona que desempeñe funciones bajo la autoridad de los 
Estados Unidos. 

El estudio del caso, su correspondiente relación y consiguiente decisión, 
aprobados por la unanimidad de los demás magistrados, estuvieron a cargo 
del entonces Presidente del Supremo Tribunal John Marshall, quien llegó 
a las siguientes conclusiones: primera, que el demandante William Marbury 
tenía un derecho sobre su nombramiento, en vista de que el mismo fue el 
resultado de un proceso legal; segundo, de que en consideración de la vio- 
lación de un derecho-existente, las leyes concedían al demandado un remedio 
para su reconocimiento y efectivización y, tercera, que el "mandamiento 
de apremio" constituia apropiadamente aquel remedio. 

Parecía fluir de las conclusiones anteriores, que Marshall se encontraba 
presto a satisfacer la pretensión de Marbury, sin embargo le fue dicho a 
éste que erró el camino. Su derecho indiscutiblemente reconocido y ampa- 
rado por un remedio -el "writ of mandamus" no podía prevalecer. ¿Por 
qué? Marbury había acudido a un Tribunal que no tenía competencia para 
reconocer de tal clase de acción en única instancia. ¿Pero la ley aquella 
coiifería tal atribución a la Suprema Corte? Marshall la declaró incons- 
titucional. 

Ahora bien, trazaremos el razonamiento de Marshall a través del cual 
Ilegó a establecer lo que realmente puede calificarse como la piedra angu- 
lar del sistema constitucional norteamericano -el control de la constitucio- 
nalidad de leyes- y que nunca ha sido abandonada por la Suprema Corte. 

a )  Marshall empezó su análisis para mostrar que entre la cláusula per- 
tinente de la Ley de Organización Judicial de 24 de septiembre de 
1789 y los dos primeros párrafos de la sección segunda del Artícu- 
lo Tercero de la Constitución norteamericana existía un conflicto. 
Dicen los aludidos párrafos de la Constitución: 

El Poder Judicial (federal) se extenderá a todos los casos de 
derecho y de equidad que surjan bajo esta Constitución, las le- 
yes de los Estados Unidos y tratados hechos o que podrán ser 
hechos bajo su autoridad; a todos los casos que afecten a em- 
bajadores, otros ministros públicos y cónsules: a todos los casos 
de almirantazgo y jurisdicción marítima; a controversias en los 
que Estados Unidos sean una de las partes; a controversias entre 
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dos o nlis Estados; entre un Estado y los ciudadanos de otro 
Estado; pntre los ciudadanos del mi;mo Estado que reclamen 
tierras bajo coiicesionrs de diferentes Estados y entre un Estado 
o los ciudadanos del mismo y Estados, ciudadanos y súbditos ex. 
tranjero~. 

En iodos los casos que aicrtrn a rmbajadarrs, otros ministros 
púl>licoc y cónsules, y aquellos rn los qur  iin Estado fuera parte. 
la Corte Suprrma tendri jurisdiccibn originaria. Eri todos lo3 
otros casos antes mencionados, la Corte Suprema tendrá juris- 
dicción en apelacibn: tanto de derecho como de hecho, con las 
excepciones y bajo las regulaciones que el Congreso hiciere." 

Ahora bien, cierto es que la segunda parte de la sección constitucional 
piecedentr, efectúa una srlrcción de los casos y cantroversias enumeradas 
en su primer párrafo para someterlos, con carácter específico, a una ju. 
risdicción original de la Suprema Corte para ser conocidos en primera y 
única instancia por clla r n  dos clasrs d r  casos: a.-aquellos qur "afecten a 
embajadores, otros ministros públicos y cónsules" y h.-aquellos cn que 
"el Estado fuese parte". Marshall dijo que la Sección XIII  de la Ley de 
Organización Judicial al atribuir a la Suprema Corte el poder de emitir 
"writs of mandamus" trataba de ampliar la  jurisdicción de dicho Tribunal 
en los casos de primera y única instancia y que ésta estaba en conflicto 
coi1 el artículo 111, Sección 2a. de la Constitiición. 

b) Establecido, al parecer de Marshall, un conflicto entre una ley se. 
cundaria y la Constitución se dirigió al Presidente de la Suprema 
Corte para demostrar qiie en tal caso la Constitución debería preva- 
lecer. Dijo Marshall: "Es una proposicibn drmasiado sencilla como 
para xrdiscut ida ,  aquélla de qiic o la Constitución controla cual- 
quipr acto legislativo rrpupnantr a clla, o la legislatura puede alterar 
la Constitución rnrdiante una ley ordinaria. Entre estas alternativas 
no hay t6rmino medio. O la Constitución es la ley suprema. . . o 
esti eii cl nivrl de las leyes comunes y como ellas susceptible de su 
alti,rnrla diccrecibri de la legislatura. Luego, si  la primera parte d r  
la alternativa es cicrta, entonces un arto contrario a la Constitucibri 
no es ley, y si  la srgunda parte de las alternativas r s  cierta, ~ntonces 
las Constituciones ~scr i tas  son intentos absurdos para limitar un 
poder que por SLI propia naturaleza es ilimitablc. Incuestionablemen. 
te, todos los que han forjado Constituciones escritas, las consideran 
romo formando la lry fundamental y suprrma de la nación y . .  . 



DOMlNlC PERENZIN 

la teoría de cada uno de tales gobiernos debe ser que una ley de 13 
legislatura, contraria a la Constitución, es nula." 

C)  Ya sentada la preeminencia de la Constitución, en los casos de con- 
flicto con lcyes secundarias faltaba dcterminar qué actitud debería 
asumir la Suprema Corte ante tales conflictos. La Constitución nada 
dice a este respecto. Para Marshall la facultad del poder judicial 
de ejercitar la función de control de la constitucionalidad se presen- 
taba como un incidente de la  función judicial, como parte insepara- 
ble de su ser, puesto que si la misi6n de los tribunales es aplicar 
la ley al caso correspondienic y, al cumplir tal deber, es descubierta 
una ley que atenta a los principios coiistitucionales no queda otro 
camino que desoír la ley, no aplicarla al caso, en suma, anularla. 
Para respaldar los argumentos abstractos Marshall hizo esfuerzos 
supremos para encontrar algunos vestigios de una concesión implí- 
cita encerrada en el texto mismo de algunos preceptos constitucio- 
nales. Primeramente, de la Sección 11, del Artículo VI de la Cons- 
titución que seiiala a dicha Ley Fundamental en primer lugar y 
subordina a las demás leyes a la concordancia que debe exi E t '  ir en- 
tre ellas y aquélla, Marshall fincó su apreciación para implicar la 
existencia de "judicial revieiv" (revisión judicial). El razonamiento 
fue, por cierto, muy débil. Segundo, atendiendo al juramento de la 
Sección 111 del articulo VI de la Constitución que exige prestar 
a los funcionarios judiciales, legislativos y ejecutivos en el sentido 
de "sostener" la Constitución, Marshall arguyó que dicha finalidad 
se verío interrumpida si los jueces no pudieran abrir la Constitución 
y declarar la nulidad de las leyes contrarias a sus preceptos. 

¿Qué se puede decir de esta sentencia de Marshall?: Obviamente fue 
mal razonada. En primer lugar, no es cierto que había claramente un 
conflicto entre la Constitución y la Sección XIII  de  la Ley de Organiza- 
ción Judicial porque los tirminos de  ésta eran tan generales que cabia la 
interpretación de que el otorgamiento del poder de emitir "writs of maii- 
damus" se  restriiigia a los casos de  jurisdicción original previstos en la 
Constitución o bien a aquellos casos que llegasen al Tribunal Supremo por 
vía apelativa. En segundo lugar no son solamente los "funcionarios judi- 
ciales" quienes prestan el juramento de  "sostener" la Constitución sino que 
también lo prestan los "funcionarios legislativos y rjccutivos", de modo que 
el razonamiento de Marshall pudiera volcarse en contra &e la Corte. Por 
ejemplo, si el Ejecutivo considera quc una sentencia de la Suprema Corte 
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es iriconstitucional podía él razonar que en vista de que él había prestado 
el juramento de "sostpner" la Constitución tendría que impedir que se 
ejrcutasc la sentencia iricoiistitucional. Nos parece evidente que Afarshall 
pensaba drsde un princiliio que el control de la constitucionalidad de leyes 
rra propio del ~jodcr judicial y que se decidi6 aicntar tal principio en 
este caso de lllarbury contra Madison porque como hemos afirmado, hubie- 
ra podido resolver rl caso sin acudir al conrepto de incon~titucionalidad. 

Consideramos iritcresantc uri razonamierito por c,l Magistrado Gibbons 
dc la Suprema Cortr del Estado de Pennsylvania (expues~o en un voto 
disidentr cri cl casa de Sargeant contra Kawle) mediaiite el cual llegó a 
conclusionrs contrarias a las de Marshall acerca del poder de un tribunal 
en declarar la inconstitucionalidad de una ley. Dijo el magistrado Gibbons: 

"La Constitución y el derecho de la I~gislatura a promulgar una 
ditrrmiiiada ley piie<len estar en conflicto. ¿Pero es eso un asunto del 
que debe ocuparse el poder judicial? Si coritcstamos que si .  . . j a  qué 
parte dc la Constitución debemos acudir para liallar esta facultad tan 
pre-eminente? Es el oficio del juez iritrrpretar las leyrs y iio el cscu. 
driñar la autoridad del legislador. . . i.1 juramento que se presta de 
sostener la Constitución debe entenderse como obligncibn de sostenerla 
únicamente dentro de la esfera de su oficio o deberes. Ooirsecuente- 
mente, si su oficio iio exige que investigue la autoridad de la legislatura 
tampoco lo exige su juramento. ¿Pero es cierio que al dar rftxto a 
una ley inconstitucional el juez, ejecuta uii acto positivo pii violación 
de la Coristitur:ión? El error está en suponer que el juez adopta el 
acto como suyo, cuando solamente la promiilgnción de una ley y la 
iiitrrpretación de ella no son actos concurrentes.. . la culpa está en 
la legislatura. En utia oca~ión oí a un ~mineiitc magistrado decirle a 
un miembro de uii jurado que había pedido que se le permitiese retirar- 
se por razón de que sil conciencia no le perinitia tomar la vida de una 
pcroona 'ustrd, al juzg:~r a un rPo como culpable de  un crimen capital 
iio lo priva de su vida, simplemente u s t ~ d  pronuncia que su caso está 
dpntro de lo previsto 1101 la ley. coiisccui~iitrmente soii aquellos que 
dcclaran la Icy quieri lo privati dc su vida.' " 3  

Nói~se  quc el magistrado Gilibons sigui6 la trayectoria del razonamiento 
de hlarihall Iirra Ilrgi, a concluiioiics opiicitai. Esto nos sirrr  para acpntuar 
la atiinuida<l de las bu~es  dc1 razonan~ietito de 12arshail en el citso de hlarbury 
contra Rladiion. 
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C) Principios que Emanaron de Marbnty contra Madison 

1. Efecto de una Sentencia: 

De este origen remoto del concepto de control de la constitucionalidad 
de las leyes dentro del derecho constitucional norteamericano surFen dos 
distinciones con el sistema de control mexicano. El Articulo 107 de la 
Constitución Mexicana al referirse a los casos especificados en cI Artícu- 
lo 103 sobre los cuales los tribunales de la Federación tendrán jurisdicción 
(aquí nos interesan los casos en que haya controversia suscitada por leyes 
que violen garantías individuales) dice que la sentencia del tribunal se 
"limitará" a "protegerlos (los individuos particulares) en el caso especial 
sobre el que verse la queja sin hacer declaración general respecto a la ley 
o acto que la motivase". Aquí tenemos uno de los principios más destaca- 
dos del juicio de amparo -la relatividad de la sentencia-. Esta idea de 
relatividad es muy curiosa para el jurista norteamericano. ¿Por qué si una 
ley viola las garantías individuales constitucionalmente consagradas no debe 
declararse nula de una vez en vista de que no puede tener ningún valor 
jurídico? Evidentemente la respuesta reside en la realidad política y social 
en que opera un sistema jurídico. El derecho no puede divorciarse del 
ambiente humano en que se desarrolla, por ser aquél de contenido eminente- 
mente social (entendiendo esta palabra en un sentido amplísimo). No es un 
hecho desconocido que no solamente en México pero en toda América La- 
tina el Poder Judicial nunca ha sido un poder fuerte en la división triangu- 
lar de ejecutivo, legislativo y judicial. No es de extrañar entonces que al 
otorgar al poder judicial la facultad de control de la constitucionalidad de las 
leyes promulgadas por la legislatura se estableciera la relatividad de 
las sentencias de aquel poder, así permitiendo que dijese Ignacio Bur- 
goa que: 

". . .una de las virtudes de nuestro juicio de amparo consiste en la 
circunstancia de que el procedimiento en el que se desarrolla es sigiloso, 
de tal manera que no hiere la susceptibilidad de los poderes o arltori- 
dades cuyos actos atacan (lo subrayado es nuestro) . . . la supresión de di- 
cha caracteristica.. . acarrearía los consiguientes conflictos con el órgano 
afectado, que traerían como resultado el fracaso de nuestra institución 
(amparo) ." ' 

- 
4 Ignacio BURGOA, El Juicio de Amparo, Tercera edición, México, 1950, p. 263. 
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En contraste con ~l principio dr  relatividad de la sentencia en el juicio 
de amparo mexicano notamos que hlar~hall  rn el caso de Marbury contra 
Madison llegó a la conclusión de que si una Iry estuviera en conflicto con 
la Constitución aquélla seria nula, y no dijo que en tal caso se limitaría sim- 
plcmtmle a no aplicar la ley. ;Por qiii cs qiie Marshall no se ocupó de la 
posibilidad de darle a la srntencia un efecto relativo? Creemos que de nue- 
vo tenemos una comprobación del carácter esrncialmente social del Derecho. 
Recordaremos qur la mayor parte de los habitantes de la recién nacida na- 
ción eran de descendencia inglesa. En Inglaterra la sentencia del tribunal 
superior (King's Bench) establecia una norma firme para los tribunales 
inferiores rn cualquirr caso en que surgiese la misma cuestión -o sea 
~x i s t i a  la famosa Stare decisis. Era natural que los ingleses tuvieran esta 
irimerisa confianza de permitirle a la Corte un poder tan trascendental, 
puesto que fueron los jueces con el hubeas Corpus quienes protegieron a los 
ciudadanos en las épocas turhulentas de revoluciún. Además el inglés tiene 
un inexplicable sentido de lo "prope-r" (lo qiie es propio) de suerte que 
no habría qut: temrr abusos del órgano judicial. Eri la organización social 
de los Estados Unidos las ideas y espíritu inglés jugahan una parte intima. 
(:nnsecuentemcnte fue de lo mis  natural que Marshall acogiera, sin re- 
i;rxionar, el concepto de sture decisis en la arca del control de la constitu- 
cionalidad de las leyes. 

Antes de abandonar este tema del efecto de una sentencia rn los dos 
sistemas quc estamos analizando, deseamos hacer la observación de que 
efectivamente y desde el punto de vista práctico la diferencia rntre los 
dos sistemas no es tan importante como parece ser a primera vista. Si la 
Suprema Corte de Justicia de México dictase una sentencia cn la cual 
declara que una determinada ley viola las garantias individuales de fulano 
de tal, técnicamente tal declaración se limitaría a proteger a fulano de tal 
pero prácticamente tendría una extensión más amplia. Existen fuertes razo- 
rics para predecir que la Suprema Cortc fallaría igualmente en otros casos 
en que se presentase la cuestión de la constitucionalidad de la misma ley, 
salvo el caso en que durante el intervalo entre la primera sentencia y 
los siguientes casos hubiera ocurrido un cambio en la compostura del Alto 
Trihunal. Es fenómeno raro que en un día determinado la Corte sostenga 
un criterio y en otro día hallara lo contrario. Por lo que concierne a los 
tribunales inferiores existen razones aún más fuertes para pronosticar que 
ellos se apegarían al criterio del Alto Tribunal cuando quiera que se le 
presentara la cuestión de la inconstitucionalidad de dicha ley. Debido a la 
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ley natural de la economía intelectual el juez inferior tiende a adoptar el 
criterio del superior. El prestigio de que goza la Suprema Corte hace 
que sus criterios ejerzan gran influencia en la labor de los tribunales infe. 
riorec. Finalmente, como hemos afirmado es muy probable que la Corte 
fallaría igualmente en un segundo caso de modo que si el tribunal inferior 
aplicara un criterio diverso -o sea, que la ley es constitucional, correría 
éste el riesgo de ver su sentencia revocada por la Corte Suprema, y a nín- 
gún juez inferior le causa alegría tal hecho. Estas razones nos convencen 
de que el carácter jurídico de la relatividad de una sentencia en el Juicio 
de Amparo no es muy diverso a lo que sucede en el derecho norteamericano. 

2. Extensión del Control: 

Otro rasgo del sistema de control que emanó de la sentencia de Marshall 
concierne a la extensión protectora de la misma. Marshall habló de leyes 
que violan la Constitución y de esa manera proclamó la protección de toda 
ella. Veremos en otra parte de esta tcsis "ue con el transcurso de los años la 
Suprema Corte en una manera indirecta abandonó el concepto de una pro- 
tección cabal pero por ahora nos limitaremos a lo que anunció Marshall. 

En México la extensión del control está restringida por el Articulo 103 
de la Constitución. Por cierto no han faltado juristas6 que por medio de 
interpretaciones de varios artículos constitucionales hayan sostenido que el 
control tiene un alcance más extenso de lo que indica el Artículo 103, pero 
a lo niás, puede decirse que la técnica jurídica de interpretación está a gran 
distancia de ser una ciencia segura y que en manos de juristas o jueces 
de igual sagacidad se pueden dar conclusiones diametralmente opuestas. 
Creemos que implícitamente Ignacio Burgoa reconoce este último hecho 
porque al concluir sus argumentos en pro de una ampliación de la esfera 
de  control nos dice que: 

" ... el medio más idóneo para dar en nuestra legislación constitu- 
cional el verdadero sentido y naturaleza a nuestro juicio de garantías, 
es precisamente la formación de una declaración general que viniera 
a abarcar, haciendo procedente dicho juicio, todos los casos de violacio- 
nes constitucionales." 

Ver 20 infra. 
6 Bu~con, Op. Cit., p. 225, Ignacio VALLARTA, cit. por BDRGOA, Op. Cit., p. 222. 
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(:mi cl trrnsr:ui.so de lo.% arios el concepto de control en el derecho norteame- 
ricnrio PP  ha veriido puntualizando por medio de una serie de reglas pro- 
niiriciadas por la Suprenia Corte, enderrzadas a rodear el ejercicio del con- 
trol roii un riúmero de requisitos. Coiisidcraremos algunos [le éstos para 
drterminar si exist~n contrapartes en el régimen de  coirtrol mexicano. 

A)  C a s o  o c o n t r o v e r s i c i  

El Artir:ulo 111 de la Coiistituciíiri riurteamericaiia dice qur el poder 
judirial con que i:stán invwtidos los triliu~iales fedrrales puede ser ejcrci- 
tado iiiii<:amente en los Ilamailos "casos o controvrriias". Estr requisito es- 
tnll l~rc q u i  cs precisa la cxiitrnciii de litigaritcs arlversos qiiipnis Iireseritan 
iinii aserción real dc dcrrchos. Con rstc reijliisito la Corte se ha nrgado a 

(lar "advisory opiiiioris" -opiiiione.s sobre la constitucionalidnd de l eye  con 
niiticipnciíj~i n una cuntrovcriin litigiosa sobre tal  cuestión. E:> el famoso 
Caso <Ic "bliiscrat contra los Estados Unidos" la Corte se negó a drterrniiiar 
1:t vali<lez de uiia 1i.y rn forrna abstracta; dijo cl magi-trado Day quien 
r<,dacti> la seiitr~iri~i de la Cortc: 

'.;,l.'qti dcritro dpl podir juciicial otorgado por la Conitituciíin tal de- 
ti.;riiiiiari<in (la constitucionalidnd de  la 1ry en forriia abctracta) según 
In jiii-isl~ud<,iiiia d r  esta Corti:? No rreernoi que sea, del podcr judicia!. 
roinn Iienios visto, el derecho de dt~terminar controversias realrs entre 
Ii!i::r.ii:c< aíli.er~os. 1,ropianient~ iniciados en tribunalps coni!>rtrntes." " 
(:uiicoi~iiin:i:; r:on el ~irolecor Bcrnard Schirartz* cuaiido dice que la 

t:i,;ncii>n dc 111 (:<>r!e i r i  dictar scntrncia sol~re la coiistitocionalidad de una 
i i y  i i i  alistracio <:cri\a de la rorivicci6ii de qut: seria imprudrnte por parte 
tic <!la, l :~ autoiidild dr la cual tiene iiri  in~pacto tan significante Fn las la- 
!>urr-. dv los <?el,artarneiito. políticos del gobieriio, ejrrccr el p o d ~ r  dc cuiitrol 
ciia,i<?o no sca impcraiivo fJarn r~soívcr ju.~tainerite uiia coiilrovcrsia real 
ciitrr 1;ti~aiitrs. La Cortr considí,ra corno su funcióii primordial la de resol- 
vr.r litigios y como alyo extraño a ella la de vigilar a los d imis  ~ioderes 
--- 

7 "Ca3cs" cr relirrr a pleitos civiles a prnnles niicntras que "Cuiitrovrrsias" se 
rrlit.ir úiiirurnrnii a plcit<is ciiilts, aparte de eso no hay di ier~ncia entre los términos. 

VIli:<croi Vi. l/.S.. 219. U.S. 316, 357 (1911) .  
Yrofrsor Rarnard SLHIIARTZ, Arnerican Consticutional Law, primera edioión, 

Cniiil,ridgc, 1955, 1). 150. 
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del gobierno, dijo la Corte en una sentencia "los tribunales no están encar 
gados con la tarea de tutelar al ejecutivo o legislativo para evitar toda clase 
de travesuras potenciales en los complicados trabajos de gobernar". lo Sin 
embargo, no han faltado casos en que la Corte haya entrado en el examen 
de la constitucionalidad de una ley pese a que la adversidad dc las partes 
o la real existencia de una controversia fue sumamente cuestionable. Viene 
a la mente el caso de Carter contra Cartcr Coa1 Co., '1 en el cual el presidente 
de una empresa carbonera demandó a la misma empresa y a sus dirigentes 
(entre los últimos estaba el padre del actor) para impedir que ellos cum 
plieran con una ley federal que dicho presidente acusó de ser inconstitucional. 

En el derecho mexicano se encuentra el mismo requisito de una contro- 
versia entre las partes en el juicio de amparo. 

"Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que 
se suscite por. . ." 

Art. 103, de la Constitución. 

Emilio Rahasa dice que "toda Icy es discutible desde que se promulga, 
con tal que el juicio se promueva contra ella en una controversia real y 
no en un simulacro vacío, nuestro principio está euvueko en esta condición 
de la jurisprudencia americana puesto que hay que comenzar por la legi- 
timidad del actor demostrada con su personalidad". l2 Pues el sistema de 
control mexicano también funciona a través de un juicio en el cual se 
ventilan controversias e intereses opuestos y en el cual figuran partes adver- 
sas. Aunque esta es la regla general hallamos una excepción a ella en que 
se permite en ciertas ocasiones que la Suprema Corte de la Federación haga 
una declaración abstracta en torno a la constitucionalidad de una ley o acto 
de autoridad. Dice el Articulo 195 Bis de la Ley de Amparo: 

6' Cuando las salas de la Stiprema Corte sustentan tesis contrarias en 
los juicios de amparo.. . cualquiera de éstas sóla o el Procurador General 
de la República podrán denunciar la contradicción ante la misma Suprema 
Corte, quien decidirá, funcionando en pleno, qué tesis debe observarse." 

De todos modos, el elemento de controversia no tiene la importancia en 
el sistema de control mexicano que tiene éste en el sistema norteamericano. 

10 Federal C o m w n .  Commission contra Pottsville Broodeosting Co. 309 U.S., 134, 
146 (1901). 

11 Carter contra Correr Caal Co., 298 U.S., 238 (19361. 
12 Emilio RAHASA, El Articulo 14 y El Juicio Conriiiucianol, segunda edición, 

Ed. Parrla. México, p. 290. 
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El juicio de amparo está configurado en una forma que garantiza la presen- 
ria dc una controversia automáticamente, nos rpferirnos al Iiecho de que es 
reqiiisito drl juicio que la parte agraviada lo plantpa en contra de la aulo- 
ridad reslionsahlr. Por otra parte, en ~l cisterna norteamrricano la cuestión 
de  la constitucionalidad de una ley o acto de autoridad puede siirgir en una 
acción común entre dos ciudadano:, así creando e1 riesgo de que se simule 
una controversia para t-r tra~r de la Suprema Corte una sentencia en torno 
a la constitiiciona!idad de la lry o acto de auioridad. 

R )  l n t e r é s  e s p e c i a l .  

En rl aíio 1922 e1 Congeso Frdcral nortearncricano promulgó una ley 
por la cual se proponía distribuir fondos a los Estados para inaugurar pro- 
gramas encaminados a reducir los casos de mortalidad infantil. Una anciana 
residente del Estado de  Massachusetts por razones recónditamente conocidas 
por ella halló repugnante dicha ley e inició un juicio contra el Estado de 
hlassachusetts para impedir que éste aceptara dinero para estos fines y 
fundando sus argumentos jiiridicos en la alegación de que la ley era incons. 
titucional porque e1 Congreso Federal excedióse en sus poderes al hacer di. 
rha apropiación de  fondos a los Estados. El caso llegó a la Suprema Corte, 
qiiicn rehusó investigar la constitucionalidad de la ley. ¿Por que? Dijo la 
Corte lo siguiente: 

"La parte que invoca d podpr (judicial) dibe demostrar no única- 
mente que la ley es inconstitucional pero también que ha sufrido o que 
rstá en peligro inmiriente de sufrir un daíio directo en consecuencia de la 
ejecución de la ley y no es suficiente que demuestre que en una manera 
indefinida sufra otra gente en general.. . su (el ciudadano que pagó 
impuestos) interés en el dinero que hay en la Tesorcria -que proviene 
rn parte de otras fuentes- está compartido con millones de ciudadanos 
y los efectos que las apropiaciones previstas en esta ley pueden tener en 
los impuestos Icd~ralcs futuros, son tan remotos e inciertos que no esta- 
blecen ninguna base para acudir a los poderes preventivos de  una 
Corte? la 

Con esta sentencia la Corte estableció el requisito de que aquel quien 
quiera extraer de un (irgano jurisdiccional una declararión acerca de la 
consiitucionalidad de una ley debe mostrar que tiene un interés a proteger. 
Vimos de  csta sentencia que el interés debe ser personal y no uno que se 
- 

1" Muss~chuscrrs Vs. Mellón, 2h2 U.S. 447 (1923). 
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comparte con un grupo amplio de  ciudadanos. En una sentencia m i s  re- 
ciente la Corte reiteró esta idea del interés personal. l4 El Estado de Con- 
necticutt promulgó una ley por la cual se proliibió "el uso de  contra con- 
ceptivo~ y todo consejo acerca de su uso". üii médico ciuctadano de este 
Estado promovió un juicio en el cual sostuvo que dicha ley era inconstitu- 
cional por violar la Enmienda XIV de la Constitución Federal que garantiza 
que ninguna persona puede ser privada de su vida sin previo procedimiento 
judicial. La Corte dijo que no podía entrar en una indagación de la cons- 
titucionalidad de la ley porque 'nadie ha alegado ni parece que la vida del 
médico esté en peligro y es manifiesto que sus clientes no son partes en este 
juicio." 

Regresando al caso de Massachusetts Vs. Mellon, se desprende otro ca- - 
róctrr del requisito de interés cuando dicc la Corte, al referirse a los efectos 
que las apropiaciones podrán tener en los impuestos futuros, "son tan remo- 
tos e inciertos que no establecen ninguna base para acudir a los poderes 
preventivos de una Corte". Pues, de esto aprendemos que el interés debe ser 
en un evenio presente y no cn lo que con probabilidad incierta p e d e  ocu- 
rrir en el futuro. Ahora bien, ¿en qué debe consistir el interés del quejoso? 
El caso citado no nos explica pero sí lo hace la Corte en una sentencia pos. 
terior cuando afirma que "la competencia de este Tribunal es 'damnum 
nbsque injuria'. El interés debe ser un derecho que ha sido violado y este 
derecho debe ser "jurídico -uno de propiedad, uno que emane de contrato, 
uno que se protege en contra de invasión delictuosa o uno fundado en un 
privilegio otorgado por una ley". 

Hasta ahora hrmos visto que hay dos requisitos para la sentencia que 
declara inconstitucional una ley: que ésta violara la  Constitución y que 
tenga el quejoso un interés a proteger. Parece lógico jurídicamente que ha- 
bría de existir entre estos dos una relación causal, es decir, que la ley 
inconstitucional causara directamente el daíio en que consiste el interés. La 
Corte Suprema no sirmpre ha insistido en dicho fenómeno como se expresa 
el caso Ashwander \'s. T.V.A. l5 El Congreso Federal había promulgado una 
ley por la cual se creó una empresa estatal que tenia como objeto funcionar 
en la área del suministro de energía eléctrica. La empresa estatal T.V.A., 
celebró varios coritratos con una empresa privada en los cuales ésta se obligó 
o venderle a aquélla cierto equipo e inmuebles y también acordaron con- 
tractualmente en establecer limitaciones en las esferas de operación de cada 
- 

14 Tileston Vs. Ullmon, 318 U.S. 44 (1943). 
IUshwander Vs. T.Y.A., 297 U.S. 288 (1936). 
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cmprFea. Un grupo de accionistas dc la emprc-sa privada, que sin éxito ha- 
bían tratado de canvencir a los d i r i~entrs  a no celebrar dichos contratos, 
iniciaron un juicio en contra de 10s dirigent~s de la empresa privada y la 
T.V.A., en el cual pidieron que se prohihitira la ejecución de los contratos 
por dos razoiies: que los dirigentes de la empresa privada nl celebrar los 
contratos actuaban en una manera l~rrjudirial para la impresa y srgiin(lo, 
que el Congreso Federal no tenia el poder constitucional de otorgarle a la 
T.V.A., la autoridad de celebrar los contratos materia del juicio. La Corte 
declaríi que los accionistas tenía11 el inicris suficiente para permitir que ?!la 
indagara la cuestión de conotitucionalidad. Nosotros nos prrgiintamos si 
el daño sufrido por los acrionistas fue rausado dirertam<intc por la acción 
voluntaria de los dirigentes de la rrnpresn privada cn celebrar los contratos o 
si fuc la iriconstitucionalidad (suponiendo que existía este defecto) de la 
ley. Semejante interrogante no fue considerada por la Corte. 

Cuando contemplamos t:I eistema de control mexicano y los requioitos 
para el juicio d~ amparo hallamos una fuirtc sempjanza rntre el agrario 
de éste y cl intrrés drl sistema nortrampricano. El Articulo 107 Coristitu- 
cianal habla de la partp agrai-i:ida ~ i n  prroisar ~l concepto, pero la doctriiia 
y la jurisprudencia de la Suiirt,ina Cor:e si lo ha ~sclarecido. El agravio es 
una "ofensa o perjuicio que ?t. hzcc a a!gurio en sus derechos o inlrri'; la 
palabra perjuicio debe eiitriidrr~r no en los términos de la Ley Civil, corno 
privación de cualquier ganancia licita que pudiera haberee obtenido, sino 
como sinbnimo de ofensa que se hace a los direchos o intereses de una prr. 
sona", 1" t s  "una molestia por la privación de  algún drrecho, posesión o 
propiedad". l7 Además el agravio debe ser directo es d ~ c i r  de realización 
presente o inmiirentemente futura y dehe ser personal -"tan sólo tiene 
derecho de invocar ~1 amparo la pcrsona rlirrrtarncnti agraviada par PI :?<.Lo 
violatorio de garantías". l8 Este último clemento tiene una derogación parcial 
en los casos previstos en los artíciilos 4 y 20 de la Ley de Amparo, a saber, 
cuando una ley defectuosa afecta a dos o más personas éstas pueden 
nombrar a uno de ellos como representante común en un juicio de amparo. 
Aunque los artículos no mencionan el número máximo de personas que p u e  
den componer el p i p o  reprrsrntado, es claro que debe sFr un número dcter- 
minado y que no pucde convertirse el juicio cn una acribn popular. Si los 
casos antes mencionados de Massachusetts VF. Mcllon y Tilectoii Vr;. Ullman ' 0  

- 
1Wemaiiario Judicial de la Fed~rariSn, T. LI!', p. 157'1. 
17 II>I.M, Tomo LXIII, p. 3,770. 
18 LOEK, Tomo LXX, p. 2,271 
1" P. 4,m. 
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fueron juzgados con base en los principios de agravio del juicio de amparo 
las sentencias dictadas llegarían a las mismas conclusiones a que se llegó bajo 
el sistema norteamericano. Como quedó indicado al principio de este párra. 
fo  los elementos de agravio y de interés son muy parecidos. 

Existe una diferencia en los dos sistemas de control acerca del elemento 
de agravio e interés que tiene una importancia tan profunda que eclipsa los 
puntos de coincidencia eiitre los dos. Nos referimos a la estimación de los 
dos elementos. La Suprema Corte norteamericana ha insistido rigurosamente 
en hacer ella misma la estimación de la existencia de un interés por parte 
del apelante, por el otro lado la Suprema Corte mexicana ha varilado sobre 
la cuestión de quién debe estimar la presencia de un agravio. Existe juris- 
prudencia al efecto de que la estimación de que si el acto reclamado cau- 
se o no perjuicio es cuestión de mera apreciación personal del quejoso, sin 
embargo, en una tesis posterior la Corte cambió radicalmente su criterio y 
declaró que "aunque el que promueva un amparo es el que juzga de su 
propio interés esto no limita la capacidad de la autoridad para juzgar sobre 
la real existencia del interés directo e inmediato qnp hace poqihle el juicio 
constitucional." 21 

Consiente de los efectos profundos y difusos de una sentencia declarando 
qur: una ley es inconstitucional la Suprema Corte norteamericana Iia crea- 
do una serie de reglas que tienen como fin evitar tal declaración cuando sea 
posible. Ha dicho la Corte que declarará la inconstitucionalidad de una ley 
únicamente en los casos en que dicho defecto sea claro y solamente cuando 
no pueda disponerse del caso con justicia sin hacer tal declaración. Cuando 
existe una duda razonable acerca de la incoustitucionalidad, la Corte decla- 
rá su constitncionalidad: en todos casos existe una presunción juris tantum 
de constitucionalidad de la ley. Cuando es posible y la naturaleza de la ley 
lo permite la Corte restringirá la declaración de inconstitucionalidad a la 
parte de la ley afectada y dejará de pie el resto. Una Última regla que mere- 
ce atención especial, es aquélla que dice que la Corte no tomará cognitio 
de cualquier caso que versa sobre cuestiones políticas. En parte esta regla 
se inspira en la doctrina inglesa del "Act of State" (acto de Estado) por la 
cual los actos del gobierno de carácter politico están inmunes del control 
judicial. Una diferencia notable entre el "Act of State" inglés y el "political 
- 

20 Ap. al Tomo XCVII del Semanario Judicial, Tesis 772. 
21 Seminario Judicial Tomo LXV, p. 1,538. 
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questions" norteamericano reside en el hecho de que mientras aquél está 
limitado en su operación al campo de relaciones exteriores del país, éste se 

extiende para englobar asuntos relativos a relaciones interiores. La teoría 
de  la Corte ha sido que es prefrrible dejarle a los órganos políticos decidir 
ciertas cuestiones como la prueba necesaria para mostrar que una ley ha 
sido promulgada; el derecho de un Estado a protegerse en contra de invasio- 
nes o riolencia internas; el derecho de un Estado a determinar el modo de 
elegir a los electores presidenciales y gobernantes estatales. 

El concepto de ciiestiones políticas ha tenido aplicación más intensa en 
la esfera de relaciones exteriores. La Corte Suprema muy temprano en su 
existencia declaró que la conducta de las relaciones exteriores implica "consi- 
deraciones de política, consideraciones de extrema magnitud que obvia- 
mente son incompetentes los tribunales judiciales para examinarlos"." La 
crccicnte importancia y ampliación de la esfera de las relaciones exteriores 
en la vida del pueblo norteamrricano tiene, cuando se combina con la doctrina 
de la Corte acerca de cuestiones políticas, a inmiinizar una gran área de accio- 
nes giibernameniales de todo control judicial. Muchos juristas americanos 
han visto en esta tendencia una ~e f i a l  ominosa. Dice Rernard Schwartz, "es 
un Iiecho innegable que rl  Estado debe estar libre de interferencia judicial 
en su conducta de  las relaciones exteriores, pero cuando tal conducta tiene 
efecto inmediato en la propiedad o persona de un ciudadano tal libertad 
puede abrir la  puerta a un régimen de gobierno sin controles legales." z1 

Las limitaciones que la Corte misma se ha impuesto, especialmi:nte las 
primeras mencionadas en esta sección, sirven para acentuar el hecho de 
que este órgano judicial reconoce la naturaleza extraordinaria del poder de 
control de que ella dispone. En el derecho mexicano existe una limitación 
en la área de control que rercla la misma estimación del poder de control. 
Nos referimos a la limitación que representa el concepto de definitividad de 
juicio de amparo que se enuncia en la fracción 11 del Art. 107, "En los 
juicios civiles o penales, salvo los casos de la regla IX, el amparo sólo pro- 
cederá contra las sentencias definitivas, respecto de los que no proceda nin- 
gún recurso ordinario por virtud d d  cual puedan ser modificados o refor- 
mados.. ." y que en el Art. 73 fracción XV de la Ley de Amparo se extiende 
al amparo contra actos de autoridades distintas de las judiciales, dice el 
precepto que cl juicio de amparo es improcedente "contra actos de autorida- 
des distintas de las judiciales, cuando drhan ser revisados de oficio, corifor- 
- 

z2 Melviile FULI.ER WESTOY, Polilicol Qitesfians, 38 Harrord Law Reuiew, 296, 1925. 
Wnre Vs. Iloll, 3 Dall. 199, 260, (US. l i 9 6 ) .  

s4 Schwilrtz, 0 p .  Cit., p. 157. 
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me a la ley que los rija, o proceda contra ellos algún recurso, juicio o medio 
de  defensa legal, por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o 
nulificados.. .". 2%a filosofía en que descansa este principio de definitivi. 
dad es la misma en que descansa la regla creada por la Suprema Corte nor- 
teamericana que anuncia que dicho tribunal declarará la inconstitucionalidad 
de una ley solamente cuando no pueda disponerse del litigio con justicia sin 
indagar la constitucionalidad de aquélla. Ambos sistemas reconocen la nntu- 
raleza extraordinaria del poder de control de modo que reservan su utiliza- 
ción para los casos eii que no existen otros medios para resolverlas satisfac- 
toriamente. También se nota que en ambos derechos la limitación de qur 
hemos venido hablando no es de naturaleza absoluta. En el derecho mexicano 
existe una serie de  excepciones al principio de definitividad, algunas juris- 
prudenciales y otras previstas en la ley. Por ejemplo, en el Art. 73 frac- 
ción XV de la Ley de Amparo que hemos citado con antelación dispone que 
la regla de definitividad que anuncia sería aplicable siempre que los recnr- 
sos ordinarios que deben agotarse no exijan "mayores requisitos que los 
que la presente ley consigna para conceder la suspensión definitiva". La 
jurisprudencia de la Suprema Corte ha enunciado la excepción de que en 
materia administrativa cuando la reconsideración administrativa no está ex- 
presamente establecida por la ley del acto, el amparo es procedente aunque 
no se haya interpuesto un medio de  defensa que de hecho suele interpo- 
nerse. z"n lo que toca al derecho norteamericano hemos visto que en el 
caso de Marbury contra Madison la Corte hubiera podido disponer del caso 
perfectamente sin entrar en la cuestión de constitucionalidad. En varias 
ocasiones la Corte ha abandonado la regla tal y como lo hizo en este caso 
remoto, cuando le ha parecido a el:a que la cuestión de inconstitucionalidad 
era de importancia trascendente. 28 

A )  C e n t r a l i z a c i ó n  d e  l a  J u s t i c i a  

La idea capital de! juicio de amparo que se deriva de su propia naturi- 
leza es la de proteger el régimen constitucional. El Art. 14 de la Constitución 

J q p é n d i c e  al Tomo XCVIII, Tesis 894, p. 1,646. 
2% Apéndice al Tomo XCVII, Tesis 894, p. 1,646. 
27 También lo hubiera podido hacer en el caso Ashwonder Vs. TVA. Ver infrs. 
28 Ver C. J.  WILLOUCHKY Willaughby on The Conrtirution. Primera Ed. Nueva York, 

1929, pp. 25 a 33. 



Mesicaiia al consagrar la garantia d r  legalidad y a cu rpz a s ~ r  incluída ésta 
rn  la matcrirr protegida por cl jiiiiio <Ic amparo hn coiivcrtido dicho juicio 
en uiia instituciún muy distinta de la qiie su naturalrza indicaria. Si uno 
quisiera pruel~a dr  la gravedad de la exteiisi;>n de 13 de~natiiralizaciún (con- 
vrrsi6ii del control dc la constitucionalidad cn control de la lrgalidadi no 
Iizy q u ~  hawr niás que Iiojear cualquier tonlo de! Semanario Judicial de la 
!.*c,<!ernriiin y notar el porcentaje de casos fundado? en la violación del Ar- 
iicii!o l<. El rc,sultado predominante de esta ioni.í.riii>n ha sido el de ren- 
t.-nliziir la administración de justicia en los tribiinales Iederales y particu- 
1:irmriite en la Suprema Corte. 

En c.1 dcrr,cho constituciorial norteamericano hubo una tendencia a scme- 
jalitp c~ntralizsiiún pero menos extensa y mediante otra técnica. La juris- 
dicriúii de los tribunales federales sc <,xtientle a las controversias entre ciu- 
dadanos de diversos Est idos de la Unión. No existía diida de que en un 
drtrrminado caso de est., índole en que la controversia versaba en torno a 
una ley escrita de uno de los Estados el tribunal federal competente debería 
ayilicar dicha ley. Pero cuando a la controversia era aplicable el derecho 
consuetudinario surgió el hroblema dc decidir si t.1 tribunal debería apli- 
carle cl drreclio consuetudinario del Estado en que rstwiera ~ i tuado  el tri- 
bunal o si al contrario estaba librc dicho tribunal para determinar por si 
lo que era el derecho consiietii.linario. En el aiio 1842 la Suprema Corte 
declaró qiic la segunda altr,rnativa era la de seguir. El resultado de esta 
sriitriicia fue que se dio paso a la creación dc un cuerpo de leyes consuetu- 
dinarias federales aplicadas en los tribiinales fedcra!r~s y a una centralización 
parcial dc la admiiiistración de justicia. Esta regla perduró casi un siglo 
para ser deserhada en 1938 rn el famoso caso de Eric R.R. contra Tomp- 
kins" en cl cual declaró la Corte que la ley consuetudinaria a aplicar en los 
casos de controversia entre ciudadanos de diversos Estados es la del Iktado 
en que se halla en tribunal frderal. Con un golpe la centralización parcial 
fue climinadn. 

B)  G a r a n t í a  d e  A u d i e n c i a  

Ignacio Burgoa al tratar el segundo párrafo del .krt. 14 que se refiere 
a la garantía de audiencia dice quc "cl tenor de cita disposición constitu- 
cional. . . correspondr a la fórmula norteamericana del "debido proceso le- 
gal tal y como ha sido intrrpretada por la Suprema Corte de los Estados 
- 

29 304 U.S. 64, 58 S. Ct. 817, 1938. 
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Unid~s".~" Es cierto que existe una semejanza entre aquél y el due process 
of law consagrado en las Enmiendas V, y XIV de la Constitución norte- 
americana pero se debe proceder con cuidado cuando se afirma que se- 
g<in la jurisprudencia de la Suprema Corte norteamericana existe dicha 
correspondencia. El due process of law en los Estados Unidos tiene un do- 
ble carácter -uno procesal y el otro sustancial. En el famoso capítulo 29 
de la Carta Magna (año 1225) se contempló al due process en un contexto 
procesal e igualmente parecen considerarlo las Enmiendas V y XIV. Sin 
embargo, la Suprema Corte ha dado al concepto un segundo sentido, o 
sea, con referencia al derecho sustancial. En el año 1813 el magistrado 
Johnson de la Suprema Corte pronosticó correctamente en un voto disidente 
el nuevo significado que se iba a dar al due process: b" 

6' ... fue (due process) destinado a amparar al individuo en contra 
del ejercicio arbitrario de los poderes del gobierno, un ejercicio no 
limitado por principios de derecho y justicia distrihutiva." 

Comenzando con el caso de Scott contra Sandford en 1857=' la Corte 
empezó a darle al dw process un contenido de derecho sustancial y actual- 
mente se entiende por due process of law sustancial que no se puede pri- 
var a una persona de su vida, libertad o propiedad salvo por una ley en 
la cual el Congreso ejercita "razonablemente" un poder constitucional. Un 
criterio que ha empleado la Corte al determinar si una ley es razonable 
ha sido lo siguiente: "libertad es la regla y restricción la excepción" de 
modo que cada invasión a una previa libertad de acción (como toda ley 
forzosamente hará) debe tener una justificación. 3P En otras palabras la 
Corte balanceará la ley atacada desde el punto de vista de los detrimentos 
aparentes en la restricción de las garantias de libertad y propiedad y 
desde el punto de vista de los beneficios anticipados por razones del orden 
público que motivaron la ley. Fue con base en este criterio que la Corte 
declaró inconstitucional una ley del Congreso Federal (en la cual se 
intentó establecer una salario mínimo para mujeres que trabajaran en 
industrias en el Distrito de Columbia) diciendo que la ley fue "arbitraria 
e irrazonable" consecuentemente violando la garantía de due process of 
law". " 
- 

30 BURCOA, Op. Cit., p. 809. 
30 bi* Wheat 235, 244 (1819). 
31 19 Hawe 393 (1857). 
32 Adkirn contra Children's Hospital 261 U S .  525,546 (1923). 
33 El mismo caso citado en la cita '32, esta sentencia fue dictada en una época 
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Por lo expuesto se ve que no puede hablarse del due process en términos 
generales porque el concrpto tiene dos aspectos -uno sustancial y el otro 
procesal. Obviamente el segundo párrafo del Art. 14 de la Constitución 
Mexicana -que garantiza el derecho de audiencia- no se inspiró en e1 

primrr aspecto del dur  process norteamerirano. 

IV. F a x c ~ o ~ . ~ a r r ~ s ~ ~ ~  

Ignacio Durgaa cti su obra sobre r l  juicio de amparo hace una declara- 
cibn muy interesante en torno al sistema de control norteamericano, dice el 
jurista: 

"El medio de control del orden constitucional y legal federal de los 
Estados Unidos funciona como ~xcepción, es decir, como una mera 
defensa procrsal del afectado hrcho valer en un juicio previo, en el que 
se hubiese desconocido su supremacía jurídica legal mencionada, no 
siendo, por consiguiente, como entre nosotros, un procedimiento autó- 
nomo, distinto y sui generis." 34 

Indudablemente la parte final de la transcripción es cierta, no existe en 
los Estados Unidos un procedimiento "autónomo, distinto y sui generis" me- 
diante el cual funciona el sistema de control pero de equivalente certidumbre 
es el Iiecho de que no puede generalizar el sistema como nilo que opera 
" como excepción.. . con.2 una mera defensa procesal". Cierto es que en 
numerosos casos la cuestión de la constitucionalidad de una ley se inyecta 
al juicio mediante una defensa del demandado. Sin embargo, existen en el 
derecho norteamericano varios procedimientos que, aunque no fueron con- 
cebidos originalmente como medios de ejercer el control de la Constitución, 
se prestan perfectamente para atacar directamente la constitucionalidad de 
una ley. 

El Lic. Oscar Rabasa en su libro El Derecho Anglosajón 35 con precisión 
obsrrva lo siguiente: 

" La térnica judicial norteamericana, para mantener la supremacía 
constitucional, según antes se ha expuesto, no requiere, como en cl sis- 
tema mexicano, la fórmula de  un juicio especial, sino que la función 
- 
cuando la Corte mantenia la filosofia de loicrez foire y fue abandonada en el caso de 
West Coost Hotel Vs. Porrish, 300 U.S. 379 (1937) cuando ya la filosofía de la Corle 
se cambio. 

34 RCRCOA, Op. Cit., p. 86. 
~WSCBI R*n.<sr, El Dcieclro Anglosajón. Primera pdición. hlérico, 1944, p. 638. 
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se realiza por los tribunales mediante la aplicación del derecho procaal 
anglosajón común y los recursos extraordinarios del mismo dereclio, Ila- 
niados eztraordinnry remedies." 

Expondremos aquí las acciones del derecho procesal común quc han 
servido para atacar positivamente leyes y actos de autoridades inconstitucio- 
nales. 

Este procedimiento se emplea para pedir a un tribunal, estatal o federal, 
que se prohiba o que se ordene a una pcrEona o autoridad ejecutar determi- 
nados actos. Si la base de la petición fuera que el acto en sí o la ley bajo 
la cual se ejecuta o se niega a ejecutar el acto sea inconstitucional entonces el 
tribunal tendría que indagar tal base. Es verdad que el injunction es un recur- 
so extraordinario, es decir, procede únicamente cuando no existen otros re- 
cursos del actor para obtener un remedio adecuado, pero el amparo no es 
distinto en estc respecto. No debe pensarse que por ser un recurso extraordina- 
rio el injunction es rara vez empleado. En 1932 el Congreso Federal promulgó 
tina ley "the Norris La Guardia Act" por la cual restringió el poder de los 
tribunales federales de "expedir injunctions" (la sentencia en el juicio de 
injuction que prohibe u ordena que se ejecute un acto se llama también un 
injunctiou) en la área del derecho laboral por conceder el Congre~o el uso 
tan profuso del injunctwn había producido graves abusos. A nuestro parecer 
el uso más dramático que se ha hecho del injuctwn fue en el famoso caso 
de Youngstown Slieet and Tube Co. contra Sawycr. Durante la Guerra Corea- 
na hubo una seric de perturbariones laborales en las industrias de acero que 
culminaron en una declaración de huelga general por los sindicatos. Temien- 
do que la ruptura de producción afectara el suministro de acero indispensable 
para las necesidades dc la Guerra, el entonces Presidente Truman ordenó a 
su Secretario del Interior tomar posesión de todas las empresas de acero para 
que el Gobierno Federal las operara. Una de las empresas afectadas por la 
orden del ejecutivo presentó una petición de injunction al tribunal de distrito 
de la ciudad de Filadelphia, para que prohibiera al Secretario ejecutar la 
orden del ejecutivo, una orden que, según el actor, era inconstitucional. El 
injunctwn prosperó y fue ratificado por la Suprema Corte en apelación. Se 

- 
36 313 U.S. 579 (1952). 



En cl año 1934 fue liromulgado el Federal Decluratory Judgments Act '' 
~n el cual se permite Fn los tribunales federal- 11" procedimirnto en que se 

pide cxclusivamenie una declaración dr  derechos o relacione; jurídicas. El 
derecho o relaciúri a decliirar puede implicar 13 indagación de la coiiutitucio- 
nalidad de una ley de modo que la acción se convicrtc en un r:irdio dirrcto 

y posilico de ejercer el control constitucional. Los rrqui~itoi  di. 13 acr.;i>n ::o11 

los mismos que csisien para las demis acciones en que se ataquc la constitii- 
cionalidad de una Iry, o Fra, la presencia de una controvcrsia, uii iritcrés, 
etc. . . 

C )  E n  r l  c ( ~ r r i p o  d e l  D c r c < . h t i  F i s r a l  F e d e r a l  

También existe un proccdimicnto par r l  cu31 s r  purdr atacar directa- 
mrntr la inconstitucionalidad de un acto de las autoridades o de una ley. Al 
considerar que un determinado impuesto es iiiconstiiiii:ional el ciudadano puc. 
de optar entre dos procedimientos: eeyierar a que las autoridades fiscales le 
demanden el pago del impuesto en un juicio y entonccs hacer valer la incons- 
titucionalidad dc  la ley -aquí funcionaria rl control como iiria cxcepción- 
o pagar el impuesto bajo protrsta y luego iiiicinr un juicio especial en contra 
de las autoridades fiscales ron objeto de rccobrar lo pagado con base en la 
inconstitucionalidad de la ley bajo la cual actuaron las autoridadrs y hi jo  
la cual se estahlrció rl irnpursto. 

Creemos quc los pjrmplos ex11ucsto-i son sufici~ntes para desvirtuar la afir- 
mación de Ignacio Eurgoa. Una refutaciún monumerital a la idea de que rl 
sistrma de control norteamericano funciona cn general como una excepción 
o dijrnsa en un juicio ordinario cs el impresionante progreso del negro ame- 
ricano en los últimos quince años en lograr la protección de sus garantías cons- 
titucionales. E1 medio utilizado por él ha sido principalmente el injunction. 
Si el negro hubiera csprrado tranquilanieiite quc lo enjuiciaran los ciudada- 
iios blancos de los Estados del sur para entonces poder interponer una defensa 
fundada en la inconstitucionalidad de una ley temo que todavía hoy estuviera 
esperando este milagro. 

Cr~emos qiic de esta trsis debemos desprrnder ciertos hechos hjsicos del 
sistema de  control de  la con~titucionalidad en los Estados Unidos. Primera- 
- 

28 U.S. Code 2201. 
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mente, el sistema no está reglamentado en ninguna ley escrita, es una cria- 
tura de la Suprema Corte y como tal sufre variaciones en su carácter con 
el transcurso de años. No se puede decir que conociendo el antiguo caso de 
Marhury contra Madison, se conoce el sistema de control. Se recordará que el 
Presidente de la Corte dijo en aquel caso que era un deber del órgano ju. 
dicial declarar inconstitucional una ley que violara alguna disposición de la 
Constitución. Pues, si este caso fuera el único o por lo menos el más reciente 
en la esfera del control de la constitucionalidad pudiéramos concordar con 
Ignacio Burgoa y Emilio R a b a ~ a ~ ~  en que el control es de toda la Constitn. 
ción. Desgraciadamente o afortunadamente han habido otros casos en esta 
área. Es un hecho innegable que en la práctica actual hay sectores de la Cons- 
titución norteamericana que están fuera de control de la Corte y eso porque 
la Corte así lo ha querido. 

a )  A través del requisito de interés (standing) tal y como fue aplicado en el 
caso de Massachueetts contra Mellon ya mencionado es obvio que no será 
posible a un ciudadano atacar ninguna ley federal en la cual el Congreso 
ejerza su poder de asignación de fondos (spending power). Corno dijo la 
Corte en aquel caso, el ciudadano particular no tiene un interés especial 
en el dinero que haya en la Tesorería. 

b) Ya hemos referido el hecho de que la Corte rehusa tomar cognitio de las 
llamadas "cuestiones políticas'' y con especial énfasis a las que conciernen 
la conducta de relaciones exteriores del país. Ahora bien, si la conducta 
de dichas relaciones viola las garantías individuales de los ciudadanos ten- 
dríamos otra sección de la Constitución que estaría inmunizada de control. 
Para comprobar tal fenómeno sólo hay que consultar el caso de Chicago 
& Southern Airlines contra Waterman Steamships Co. 33 U.S. 103 (1948). 

2) Como segundo punto debemos reconocer que es falso afirmar que el con- 
trol norteamericano se clasifica como uno que opera mediante "excepción". 
Su verdadera clasificación debe determinarse por una investigación de los 
procedimientos modernos por medio de los cuales puede atacarse la in- 
constitucionalidad y una ley o acto de autoridad. 

3) Finalmente hemos demostrado que en muchos aspectos los dos sistemas 
son semejantes -como por ejemplo en los elementos de agravio e "inte- 
rés", y controversia. 

88 Bu~coa, op. cit., p. 221; RABASA, op. cit., p. 260. 
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